DISCURSO DEL M. I. SR. XAVIER ESPOT,

MINISTRO DE JUSTICIA E INTERIOR DE ANDORRA

CON MOTIVO DE LA PRESENTACIÓN DEL INFORME INICIAL DE ANDORRA ANTE EL COMITÉ CONTRA LA TORTURA 

Ginebra, 11 de noviembre del 2013

Señor Presidente, 

Distinguidos miembros del Comité,

Señoras y Señores, 

Tengo el honor, en nombre y representación del Gobierno de Andorra, de debatir con ustedes el informe inicial de Andorra, con la convicción de que el diálogo constructivo que entablaremos estos dos días contribuya al sistema de presentación de informes del Convenio contra la tortura. 

Para un país como el nuestro supone un esfuerzo considerable, tanto a nivel de recursos técnicos como humanos, la elaboración y posterior presentación a su debido tiempo, de los informes derivados de los distintos convenios internacionales de los cuales Andorra es parte. Pero les garantizo que continuaremos trabajando con especial atención en el cumplimiento puntual de nuestros compromisos internacionales.

Quisiera ante todo presentar a los miembros de la delegación que me acompaña:

El Sr. Alfons Alberca, Fiscal General del Estado;

La Sra. Canòlic Mingorance, Juez de Instrucción y de lo Penal;

El Sr. Enric Tarrado, Embajador, Representante Permanente del Principado de Andorra ante la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra;

La Sra. Azahara Cascales Ruiz, Coordinadora de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Justicia e Interior;

El Sr. Joan Carles Villaverde, Jefe de Sección del Área de Atención Social Primaria del Ministerio de Salud y Bienestar;

El Sr. Joan Forner, jurista del Ministerio de Asuntos Exteriores; y

La Sra. Montserrat Gessé, Primera Secretaria de la Misión Permanente de Andorra en Ginebra.

Andorra es un país con más de 700 años de historia, pero no fue hasta el año 1993 que obtuvimos el reconocimiento internacional, gracias a la Constitución que el pueblo andorrano aprobó el día 14 de marzo de aquel año. Dicha Constitución supone un claro compromiso con los derechos humanos, puesto que en su artículo 5 declara la vigencia en Andorra de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. A partir de este momento, y especialmente desde que Andorra ingresó como miembro de la Organización de las Naciones Unidas, el 28 de julio de 1993, hemos integrado en nuestro ordenamiento jurídico aproximadamente 250 convenios y formamos parte de 23 organismos internacionales. 

El 22 de octubre de 2006 entró en vigor en nuestro país la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, pero el compromiso internacional de Andorra en la lucha contra este tipo de prácticas se remonta al 10 de septiembre de 1996. En esa fecha Andorra firmó el Convenio europeo contra la Tortura y las Penas o Tratos Inhumanos o Degradantes, instrumento jurídico del Consejo de Europa, que entró en vigor el día 1 de mayo de 1997; firmando posteriormente el Protocolo número 1 y el Protocolo número 2 del referido Convenio, que entraron en vigor el día 1 de marzo de 2002. Así pues, a partir del año 1998, Andorra ha acogido tres visitas del Comité europeo para la prevención de la tortura y de las penas o tratos inhumanos o degradantes. Concretamente, la última tuvo lugar entre el 28 de noviembre y el 1 de diciembre de 2011, y el 15 de noviembre de 2012, el Comité emitió su informe al respecto. 

La clara apuesta de Andorra de combatir estas actuaciones contrarias a los derechos humanos se ve reflejada en múltiples facetas de su actividad legislativa.

La Ley cualificada 9/2005, de 21 de febrero, del Código Penal, supuso dotar a nuestro ordenamiento jurídico penal material de instrumentos adecuados para castigar estas conductas. Nótese que de las recomendaciones incluidas en el referido informe de 15 de noviembre de 2012, ninguna hace referencia al contenido de nuestra norma penal. 

Asimismo, las distintas normas estatutarias que han sido promulgadas en nuestro país, en relación con aquellos sujetos investidos de autoridad pública y bajo cuya custodia, legal o de hecho, se encuentran o se pueden encontrar nuestros ciudadanos, incluyen de forma expresa la interdicción de la tortura o de las penas o tratos inhumanos o degradantes, lo que permite una actuación inmediata y contundente por parte de la Administración Pública de la cual dependen, con una doble finalidad: evitar la reiteración de estas conductas y penalizar, en el ámbito administrativo y no excluyente de una posible responsabilidad criminal, la comisión de la mismas.     

Cabe subrayar, al mismo tiempo, que los informes de los organismos internacionales sobre la evolución de los derechos humanos en Andorra y sus recomendaciones han sido un elemento clave para acelerar el proceso de transformación y adaptación de nuestras estructuras sociales a los nuevos modelos europeos. Permítanme recordar, a modo de ejemplo, y tal y como se expuso en la presentación del informe de país sobre el Examen Periódico Universal, el día 3 de noviembre de 2010, que las visitas efectuadas en Andorra por el Alto Comisionado para los Derechos Humanos y los miembros del citado Comité sobre la Prevención de la Tortura del Consejo de Europa fueron decisivas para impulsar la construcción de un nuevo centro penitenciario adaptado a los estándares internacionales, cuya inauguración y puesta en funcionamiento tuvieron lugar a finales de 2006.  

En este mismo sentido, son evidentes los esfuerzos realizados hasta la fecha en aras de mejorar las infraestructuras de les centros de detención, y dotarlos de más y mejores recursos materiales y personales. Concretamente, y a modo ilustrativo, cabe destacar que recientemente se han sustituido las puertas de todas las celdas del centro penitenciario, anteriormente con barrotes, por puertas que garantizan debidamente la intimidad de los reclusos, y en breve se iniciaran las obras con el fin de proporcionar a las celdas de aislamiento de ventanas y, por tanto, de luz natural. Todo ello dando cumplimiento a las recomendaciones del Comité sobre la Prevención de la Tortura del Consejo de Europa en su informe más reciente. 

Igualmente, a principios de este año, se han puesto en funcionamiento sendos nuevos módulos de arresto y de menores, lo cual ha permitido destinar los espacios que anteriormente ocupaban los reclusos menores o en régimen de arresto a un nuevo módulo de adaptación para aquellos presos que, tanto en régimen preventivo como de condena, ingresan por vez primera en el centro penitenciario. También se ha llevado a cabo una reorganización de la Unidad de menores del Departamento de Instituciones Penitenciarias, a la que se han asignado cinco agentes penitenciarios, que deben acompañar e interactuar de forma permanente con los menores ingresados, ofreciéndoles un calendario de actividades completo y orientado hacia su resocialización y reinserción, para lo cual han llevado a cabo y continuaran realizando las formaciones específicas oportunas en centros de menores o educativos de Francia y España.

Asimismo, a partir del mes de enero del próximo año, dará comienzo una formación a los agentes penitenciarios, de espectro más general, impartida por el Colegio Oficial de Abogados de Andorra, y que versará sobre normativa penitenciaria y normativa procesal penal europea y andorrana. 

Del mismo modo, durante el mes de diciembre de 2012, se firmó un convenio de colaboración entre el Departamento de Instituciones Penitenciarias y el Servicio Andorrano de Atención Sanitaria, en virtud del cual este último asume, bajo la tutela de un profesional médico coordinador, una completa y adecuada atención sanitaria y sociosanitaria de los presos.  

Pero también se continúa trabajando para adaptar y mejorar nuestra realidad normativa. Cabe destacar la modificación introducida en el reciente Proyecto de Ley de modificación de la Ley cualificada de incapacitación y organismos tutelares, actualmente a trámite parlamentario, que dotará de mayores garantías a aquellas personas que se encuentran en internamiento psiquiátrico, cuando sea imprescindible el uso de medidas de contención, y que una vez más da cumplimiento a una de las últimas recomendaciones del CPT. Al igual que la regulación en la cual nos hallamos trabajando respecto del uso de los medios de contención y la reducción de la duración de las sanciones de aislamiento en el ámbito penitenciario. 

Otra modificación normativa que estamos llevando a cabo y que conviene subrayar consiste en incluir en el Código de Procedimiento Penal el derecho de la persona que declara como sospechoso ante la Policía, de ser reconocida por un facultativo de su elección.

Este cambio al cual acabo de hacer referencia incide en los derechos que nuestro ordenamiento penal procesal reconoce, establece y, a la vez, garantiza. Y conscientes, al mismo tiempo, de que la interacción con los organismos internacionales no excluye otras actuaciones internas, que provengan tanto de demandas de colectivos que defienden los derechos humanos, como del propio colectivo de abogados, cuya actuación durante el año 2010 culminó en una reforma legislativa para proporcionar asistencia letrada a toda persona detenida  desde el primer momento de privación de libertad, como de las reflexiones y del tan arraigado uso, en nuestra jurisprudencia, del obiter dictum, estamos ultimando otra reforma relevante que garantizará la asistencia letrada desde el inicio a cualquier persona que preste declaración como sospechoso, se encuentre o no detenida. 

Con ello reforzaremos todavía más, si cabe, los derechos fundamentales de nuestros ciudadanos e incidiremos una vez más en la necesidad de darles un trato digno en el más amplio sentido, siguiendo el camino iniciado cuando se habilitaron salas en las dependencias policiales destinadas a la práctica de interrogatorios dotadas de los medios necesarios para la grabación visual, y que se prevé, a corto plazo, que también permitan el registro de audio. 

Pero nuestra labor no acaba aquí, dado que hemos de reconocer que aún hay aspectos que cabe mejorar. En este sentido, en nombre del Gobierno de Andorra y de los miembros de la delegación aquí presentes, les traslado de antemano mi agradecimiento por los comentarios y aportaciones que nos puedan formular, reiterando, a su vez, nuestro firme compromiso de continuar trabajando con el fin de dar cumplimiento a sus recomendaciones y ponerlas en práctica en nuestro país. 

Muchas gracias.  
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